ALEGACIONES AL ANTEPROYECTO DE 

LEY DE SERVICIOS Y COLEGIOS PROFESIONALES

QUE PRESENTA EL

COLEGIO DE ABOGADOS DE ZARAGOZA

PRIMERO.-  Sobre excepciones a la colegiación obligatoria.

Contempla el Anteproyecto la existencia de Colegios de pertenencia obligatoria y voluntaria, siendo los primeros una excepción al principio que mantiene el texto sobre el libre acceso a las profesiones. Entre los primeros  -colegios de pertenencia obligatoria- y respecto a la colegiación de Abogados, se exceptúa de la obligación de colegiación a aquellos que presten asistencia letrada o asesoramiento en Derecho con quienes tengan vínculo de naturaleza laboral (D. Adicional 1ª, letra j).

Propuesta: No se ve razonable esta exclusión.

Se propone mantener que la colegiación obligatoria del abogado en los mismos términos hasta ahora existentes (Estatuto General de la Abogacía Española, R.D. 658/2001, de 22 de junio; artículo 6).

Uno de los fines primordiales de los Colegios de Abogados según doctrina del  Tribunal Constitucional es el control deontológico de sus miembros en el desempeño de su actividad profesional. 

El jurista que preste esta actividad en régimen de dependencia laboral igualmente debe ser objeto de este control por el Colegio de Abogados, y ello porque, entre otras consideraciones, su actuación no está necesariamente limitada al ámbito empleador-empleado, sino que puede trascender a relaciones con terceros y con los abogados de éstos. En estas últimas relaciones no pueden quedar excluidos de las potestades públicas que ejerce un Colegio profesional, como la expresada anteriormente del control deontológico. 

Véase, por ejemplo, la Sentencia del Tribunal Constitucional nº 3/2013, de 17 de enero de 2013 (recurso de inconstitucionalidad nº 1893/2002).

“La institución colegial está basada en la encomienda de funciones públicas sobre la profesión a los profesionales, pues, tal y como señala el art. 1.3, son sus fines la ordenación del ejercicio de las profesiones, su representación institucional exclusiva cuando estén sujetas a colegiación obligatoria, la defensa de los intereses profesionales de los colegiados y la protección de los intereses de los consumidores y usuarios de los servicios de sus colegiados. La razón de atribuir a estas entidades, y no a la Administración, las funciones públicas sobre la profesión, de las que constituyen el principal exponente la deontología y ética profesional y, con ello, el control de las desviaciones en la práctica profesional, estriba en la pericia y experiencia de los profesionales que constituyen su base corporativa. Por ello, al contrario de lo afirmado por las partes, la expresión «sin perjuicio de la competencia de la Administración pública por razón de la relación funcionarial», no contiene una exclusión del régimen de colegiación obligatoria de los funcionarios públicos sino, al contrario, una cautela dirigida a garantizar que el ejercicio de las competencias colegiales de ordenación de la profesión que se atribuyen, en exclusiva, a los colegios profesionales y, por tanto, a los propios profesionales, no desplaza o impide el ejercicio de las competencias que, como empleadora, la Administración ostenta sin excepción sobre todo su personal, con independencia de que éste realice o no actividades propias de profesiones colegiadas. Una cautela especialmente necesaria en cuanto que la función de ordenación del ejercicio de la profesión que se atribuye a los colegios profesionales en el artículo 1.3, no se limita al «ejercicio libre» de la profesión,

 sino que se extiende «al ejercicio de la profesión» con independencia de que se realice por cuenta propia o ajena. 6

No puede pasarse por alto que la mención al «ejercicio libre» de la profesión como objeto de la función ordenadora de los colegios que, inicialmente figuraba en el proyecto de Ley de colegios profesionales, fuera eliminada durante la tramitación por entender que la función de los colegios profesionales era la ordenación deontológica y la reglamentación general de cualesquiera formas de ejercicio profesional, es decir, fuera en el ejercicio libre o en el prestado en régimen de dependencia administrativa, institucional o laboral”. 

SEGUNDO.-  Sobre criterios colegiales en materia de honorarios.
Se mantiene en el Anteproyecto la total prohibición respecto a la recomendación sobre honorarios, con la excepción de los “criterios orientativos” a los exclusivos efectos de la tasación de costas y jura de cuentas. 

Propuesta: Se debería admitir expresamente que tales criterios pudiesen ser conocidos por los ciudadanos cuando así lo soliciten al Colegio, así como por los abogados en su labor de asesoramiento al cliente. Y ello porque los ciudadanos tienen el derecho de conocer, antes de litigar, las consecuencias económicas del pleito para el supuesto de una condena en costas. 

Incluso se propone que desaparezca de las normas procesales la figura de la “condena en costas por  el criterio de vencimiento objetivo”, y que el principio general sea que cada parte asuma sus costas; la condena en costas al litigante vencido solo se generaría en casos en los que el juez estimara “temeridad o mala fe” del litigante.

TERCERO.- Cuotas colegiales.
Respecto a las cuotas, más concretamente con las que el Anteproyecto denomina “periódicas”, se establece que habrá de distinguirse entre las correspondientes a los servicios obligatorios y los servicios voluntarios que preste el Colegio, añadiéndose que los colegiados solo estarán obligados a satisfacer las correspondientes por los servicios obligatorios. Igualmente se señala, de forma expresa, que la contratación de “seguros” por parte del Colegio constituyen servicios voluntarios.

La indefinición entre qué es un servicio obligatorio y voluntario genera una situación comprometida y de inseguridad. 

Dada la múltiple variedad de situaciones que la realidad nos brinda, así como los diferentes tipos y dimensiones de Colegios de Abogados, debería existir un criterio distinto o, al menos, algún otro referente. En este último sentido quizás proceda expresa en el Anteproyecto que, salvo prueba en contra, la consideración de un servicio como voluntario u obligatorio será acordado por la Junta General del Colegio a propuesta de la Junta de Gobierno, previa convocatoria al efecto de forma expresa y específica.

Quizás la materia más sensible sobre la consideración de servicio obligatorio o voluntario sea la contratación de las pólizas de responsabilidad civil. La contratación de éstas a través de un Colegio, y que pueda dar cobertura a cientos o miles de abogados, supone un abaratamiento considerable de las primas, así como una indudable garantía hacia los conciudadanos. Cierto es que el abogado que posea un seguro de responsabilidad civil contratado individualmente no debe ser obligado a sumarse al contratado por su Colegio (situación ésta que ya venía haciéndose en los Colegios).

Consecuentemente, el seguro de responsabilidad civil contratado colectivamente abarata los costes de éste y, por ello, de los servicios que presta el profesional.

QUINTO. Régimen económico y contable. 
El régimen económico-contable y la Memoria anual que se establecen para los Colegios son muy formalistas y estrictos. 

Propuesta: establecimiento de excepciones a ciertas exigencias en función de la dimensión del Colegio, fijando criterios objetivos para ello (número de colegiados, volumen del presupuesto, etcétera).

SEXTO.- Régimen disciplinario.

En relación con el régimen disciplinario, quizás la novedad más señalada es la referida a la composición de órgano sancionador: no podrá integrarlo ningún cargo electo del Colegio y, además, debe dar entrada mayoritariamente a “miembros no ejercientes” y “no colegiados”, así como a un representante de la Administración. 

Remitiéndome nuevamente a la Sentencia del Tribunal Constitucional antes citada,  parece que se desnaturalizaría la función de control deontológico que deben realizar los Colegios si la composición del órgano sancionador es la que se establece en el Anteproyecto. Quien conoce las peculiaridades del ejercicio profesional, sus riesgos y desviaciones, son precisamente los profesionales que la ejercen. 

Añádase a lo anterior los problemas prácticos que podría generar un órgano sancionador como el descrito en el art. 44.3. del Anteproyecto que, a modo de ejemplo se citan: 

¿Qué sucede si los miembros de este órgano no asisten a las reuniones?; No están sujetos a ningún control o exigencia y, por tanto, ninguna capacidad coercitiva tiene el Colegio, ni la Administración, sobre ellos para que cumplan su cometido. 

¿Habrán los miembros de este órgano por un mínimo proceso de formación o, al menos, de conocimiento de los Códigos Deontológicos?

¿Habrán de ser remunerados?.

Hasta ahora la atribución de la competencia sancionadora corresponde a las Juntas de Gobierno, que es controlada por la Junta General (con independencia del control jurisdiccional y, de prosperar el Anteproyecto, por la “administración de tutela”).

SÉPTIMO.- Administración de tutela.


La Administración pública podrá ejercer un “control de eficacia” de las “funciones públicas” que desempeñan los Colegios, pudiendo asumir la gestión temporal de tales funciones en casos retraso o mal funcionamiento colegial, e incluso podrá disolver la Junta de Gobierno.

Propuesta: Quizás la ley debiera limitarse a un ‘control de legalidad’.
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